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En la historia, y sobre todo en la de las ideas, 
las paradojas que surgen de trecho en trecho 
Parecen hacerle guiños irónicos a  la evolución 
de las convicciones hum anas. Una reflexión 
sem ejante podría suscitar la gestación, en su 
forma m ás em brionaria, de lo que ha sido el 
actual proyecto de la izquierda colom biana. En 
efecto, es ta  nueva izquierda, legal y civilista, 
constituida de modo im portante con el aporte 
de la  Unión Patriótica, quedaría em parentada 
con las nuevas Fuerzas A rm adas Revoluciona­
rias de Colombia si se tiene  en cuen ta  la re la­
ción originaria que hizo de la UP la hija indó- 
*nita de  las FARC. Así, y pese a la desvaloriza­
ción m undial de los conceptos y las prácticas 
m arxistas, se le podría conceder a los m ás orto­
doxos el consuelo de  aplicar en algún lugar de 

transform ación de las ideas el principio 
m ateria lista  de la dialéctica de las contradiccio­
nes.

Con ello y gracias a ese recursivo m ecano argu- 
niental de la lógica m arxista p ara  arm ar y des­
arm ar la realidad  uno podría ver em erger, del 
seno de un radicalism o áspero y prim itivo (las 
FARC) , el aún débil contrario de una propuesta  
Política de tendencias opuestas (la UP), dos 
Polos que, en sum a, y según la referida sim ula­
ción lógica, m ostrarían  un proceso que de 
negación en negación iría produciendo unos
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resu ltados cualitativos bien distintos de lo que 
fue el punto  de partida. Saltos cualitativos, 
negación de la negación, contradicciones a p a r­
tir  del seno del fenóm eno y, en fin, toda la  je r ­
ga de esa  escolástica decim onónica podría 
ponerse al servicio explicativo de una evolución 
donde las intenciones y el contenido iniciales 
de una praxis hum ana provocan, a la postre , 
otros derivados. Así, lo que bajo el gobierno de 
Belisario Betancur fue concebido por las FARC 
como el im plante legitim ador, en las en trañas 
m ism as de la dem ocracia bu rguesa , de una 
com binación de form as de lucha legales e ile­
gales, term inó siendo la vía para  que un sector 
im portante de la izquierda em pezara a  explotar 
el sentido único de las luchas legales.

U na vía trág ica  y paradojal, por cierto, ya que 
al m om ento del II Congreso Nacional, en  sep­
tiem bre de 1989, cuando la UP clarificó el 
sendero legal m ediante una nueva plataform a 
política, a la organización ya le habían causado 
cerca de mil m uertos. Víctimas caídas en la 
indefensión como m acabra cuota de un movi­
m iento que pese a rechazar la guerra  se desan ­
graba en la inevitable am bivalencia de su vo­
lun tad  de paz, por un lado, y el oneroso fardo 
de la combinación de form as de lucha legales e 
ilegales que com partía con el Partido Com unis­
ta  Colombiano, por el otro.

La plataform a política de ese II Congreso ya le 
daba a la UP un convincente rostro de refor­
m ador legal. Fuera de dos nostálgicas adhe­
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rencias (nacionalización de los recursos natura­
les y autonomía de la universidad pública) a los 
viejos principios de la década del sesenta, todo 
era allí accesible a las posibilidades de trans­
formación de la democracia burguesa. Las 
reformas políticas ampliaban la participación 
popular mediante el perfeccionamiento de los 
instrumentos electorales y la garantía a los 
derechos de reunión, asociación, información y 
movilización. Las reformas económicas activa­
ban, por una parte, algunas de las dormidas 
virtudes constitucionales para racionalizar la 
propiedad y, por otra, buscaban un mejora­
miento en las condiciones externas de la econo­
mía nacional. Las reformas sociales mejoraban 
las relaciones contractuales entre el capital y el 
trabajo, modernizaban el funcionamiento de la 
rama judicial y prometían la indemnización, 
por parte del Estado, a las víctimas de la 
guerra sucia. Las reformas culturales generali­
zaban el acceso a la educación. Las reformas 
internacionales, en fin, aseguraban una diplo­
macia abierta a la búsqueda de acuerdos eco­
nómicos entre naciones.

Los planteamientos programáticos de la UP 
parecían indicar un ajuste cada vez más cons­
ciente alrededor de una estrategia elecciona­
ria. Antes, ya se había logrado la máxima cota 
histórica de competencia electoral para la 
izquierda con el candidato presidencial Jaime 
Pardo Leal (un 4.5 por ciento del total de los 
sufragantes en 1986) y una notable representa­
ción en alcaldías y cuerpos colegiados en 1988 
al lograr 18 alcaldías y 9 congresistas entre 
principales y suplentes. Hacia el futuro y a par­
tir del II Congreso Nacional, se tenía el com­
promiso de las elecciones de 1990 para consoli­
dar lo logrado hasta entonces.

La nominación de Bernardo Jaramillo como 
aspirante presidencial para el 90 ratificó el pro­
pósito del movimiento de ampliar su base elec­
toral mediante una candidatura claramente 
civilista. Bernardo Jaramillo, cada vez más 
libre de sus anclajes i/.quierdizantes y de sus 
lealtades emocionales al insurreccionismo, 
empezó a representar la tendencia legal de 
quienes buscaban en ese entonces la nítida 
diferenciación de la UP respecto de las FARC 
y del Partido Comunista. Un alinderamiento en 
verdad indispensable para hacer creíble la 
autopresentación de una izquierda en trance de

superar los paralizantes maniqueísmos de la 
ideología ortodoxa.

El deslinde con el Partido Comunista no podía 
ser, sin embargo, como bien lo sabían los 
directivos de la UP, el resultado de una rup­
tura o de una abrupta formulación de diferen­
cias fundamentales. El nuevo núcleo era toda­
vía muy frágil y no podía prescindir del aparato 
de partido, de su experiencia electoral, so pena 
de convertirse en un insignificante cisma. De 
todas formas, también para las disidencias del 
tercer partido tradicional colombiano, parecía 
regir esa ausencia de porvenir, ese carácter 
episódico que estigmatiza a las fracciones del 
conservatismo y el liberalismo. Pero, sobre 
todo, esos mismos directivos sabían que el cor­
te de cuentas con sus antiguos camaradas 
debía trascender el estrecho conventículo disci­
plinario y convertirse en un hecho político 
importante, en términos cuantitativos y cuali­
tativos, para el futuro de la sociedad colombia­
na.

Sobre esa base, se hacía indispensable el aco­
plamiento de las convergencias con todas 
aquellas fuerzas comprometidas en una pers­
pectiva semejante. Para el sector civilista de la 
UP el estrechamiento del sendero con sus 
compañeros de ruta comunista debería condu­
cir, paso a paso, a una ampliación del espacio 
político con otras fuerzas de oposición al go­
bierno y al sistema. Es dentro de dicha lógica 
que empezaron a darse los contactos, a partir 
de octubre de 1989, entre la UP y el Movi­
miento 19 de Abril(M-19), por esa época con­
centrado en Santo Domingo, Cauca.

Los contactos entre las dos organizaciones per­
mitieron visualizar, en el momento, la gradual 
emergencia de un nuevo escenario para la 
izquierda colombiana. La UP empezaba a 
perfilar un protagonismo político propio por 
encima de sus filiaciones comunistas y del 
patronazgo de un movimiento guerrillero curti­
do en una lucha de cuarenta años. El M-19. 
una organización con un pasado rico en auda­
cias bélicas e inventivas publicitarias, retorna­
ba a un presente donde los exiguos saldos mili­
tares y políticos alcanzados le daban el realis­
mo necesario para comprender que el naci­
miento de una mejor sociedad colombiana no 
iba a tener como partera a la lucha armada.
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Por la época en  que la cam paña electoral de la 
UP ya despegaba con vista a los comicios de 
1990, el M-19 form alizaba, m ediante un atilda­
do acto social en el Centro de Convenciones 
Gonzalo Jim énez de Q uesada, su adiós a  la h ir­
suta vida de m onte y su reinserción a  los códi­
gos legales de la actividad política. E ra el 29 de 
noviem bre de 1989. El evento, que tuvo la sig­
nificativa presencia del expresidente  y jefe  del 
Partido de gobierno Julio C ésar Turbay Ayala, 
se realizaba a m edio camino de dos situaciones 
de im portancia: la prim era, dada un m es an tes, 
era el Pacto Político por la Paz y la Dem ocracia, 
requisito para el desarm e, la desmovilización y 
la reincorporación del M-19, suscrito  en tre  el 
gobierno, el Partido Liberal, los p residen tes 
del Senado y la Cám ara, un rep resen tan te  de la 
Iglesia Católica y el grupo subversivo; la se ­
gunda, aún por cum plir, e ra  la aprobación por 
Parte del Congreso, del indulto y del proyecto 
de reform a constitucional que recogía algunos 
de los puntos previam ente acordados.

El Pacto estaba  dividido en tre s  aspectos: cons­
titucionales y de m ateria  electoral, uno; socio­
económico, el otro, y de convivencia, justic ia  y 
orden público, el siguiente. El prim ero, con 
Puntos ta les como la Circunscripción Nacional 
Especial de Paz y el voto obligatorio, estaba  
aPostado a la aprobación de la Reform a Cons­
titucional por la vía ordinaria del Congreso. El 
segundo, establecía una serie de m edidas de 
racionalización del sistem a económico en los 
cam pos del planeam iento, los ingresos y sala­
rios, la política laboral, los recursos natu ra les y 
la producción agraria; en lo social se recom en­
daba la necesidad de d iseñar p lanes p ara  la 
seguridad alim entaria, la vivienda, la salud y 
se acordaba el establecim iento de un Fondo 
Nacional para  la Paz con el objeto de adelan tar 
acciones y program as específicos en las áreas 
de desmovilización de los grupos alzados en 
arm as. El tercero , p lan teaba la creación de una 
Comisión asesora para  la reform a de la justicia , 
la revisión del E sta tu to  p ara  la D efensa de la 
Democracia, la publicación por p arte  del go­
bierno de toda la información sobre los grupos 
de A utodefensa am parados por las Fuerzas 
A rm adas, y la integración de una comisión de 
carácter académ ico, no gubernam ental, p ara  el 
estudio del narcotráfico.

C^omo se sabe, al finalizar la legislatura ordina- 
fta de 1989, el indulto fue aprobado de un

modo casi agónico y el proyecto de Reforma 
Constitucional se hundió tra s  una serie de inci­
den tes que volvieron a m ostrar, si acaso era  
aún necesario , la ingenuidad, torpeza o im po­
tencia de quienes todavía apostaban en el P ar­
lam ento la suerte  de sus proyectos de cam bio 
p ara  el país.

El hundim iento de las reform as a la C onstitu­
ción se llevó en el naufragio un im portante 
soporte de reinserción legal al desaparecer la 
circunscripción electoral especial p ara  los alza­
dos en  arm as. De ese modo el M-19 se quedaba 
con el perdón judicial, sin m edios efectivos de 
com petencia política y con un peligroso saldo 
en  rojo: el de la cam paña que contra ta l benefi­
cio electoral desataron  varios sectores de la 
clase política y em presarial. Por el m om ento, la 
reacción de dichos sectores apenas parecía un 
mezquino regateo sobre unas cuantas curules 
d istin tas a las de los barones electorales y los 
partidos tradicionales; las consecuencias reales 
de esa  irresponsable cruzada, ab ierta , unas 
veces, solapada, o tras, para  evadir unos costos 
m ínimos en el itinerario de la convivencia sólo 
se verían m ás adelante , a propósito de los ase ­
sinatos de Bernardo Jaram illo y Carlos Pizarro 
Leongómez.

Al com enzar 1990, a dos m eses de los comicios 
que le ofrecerían los prim eros ejercicios legales 
al M-19, el proceso de paz afrontaba graves 
problem as. Los guerrilleros, enfrascados en  un 
trám ite  de incorporación civil que ya no les 
perm itía echarse a trás  y m ás bien los forzaba a 
nuevas concesiones, sólo ten ían  en sus m anos 
la reglam entación m ediante decreto del indul­
to . Desprovistos de poder negociador real, 
pronto em pezaron a sentir el vacío y la falta de 
m iram iento de una clase política ensoberbeci­
da por su estabilidad y acostum brada a  las 
transacciones de rentabilidad visible e inm e­
dia ta. Fue así como los precandidatos liberales 
a la nominación presidencial coincidieron en 
apoyar en abstracto  la política de paz vigente, 
pero se abstuvieron de darle alguna concreción 
al precario horizonte político del movimiento 
en trance de dejar las arm as. Los conservado­
res, según la conducta seguida duran te todo el 
cuatrienio, hicieron de su oposición por princi­
pio al gobierno, un sabotaje de hecho a las fór­
m ulas de paz. Los barones electorales de uno y
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otro bando, recibieron con suspicacia y despre­
cio la posibilidad de acoger al advenedizo en 
alianzas electorales que compensaran la pérdi­
da de las prometidas oportunidades electora­
les. El M-19, mientras tanto, insistía en tres 
puntos que podrían devolverle el aire perdido 
en el enrarecido tejemaneje de los acuerdos y 
desacuerdos entre la clase política y el gobier­
no: aplazamiento de las elecciones, convocato­
ria y conformación de una Asamblea Nacional 
Constituyente, definición de un compromiso de 
la clase política respecto del proceso de paz y 
de las garantías para el nuevo partido que sal­
dría del grupo guerrillero.

En simultaneidad con la dejación de armas y el 
comienzo de la desmovilización efectuada, por 
fin, el 9 de marzo de 1990, se estableció un 
nuevo y definitivo acuerdo entre el gobierno y 
el M-19. Este documento aun cuando hacía 
mención del Pacto Político por la Paz y la 
Democracia del 2 de noviembre de 1989 asumi­
do como requisito indispensable para el desar­
me, la desmovilización y la reincorporación del 
M-19, sólo recogía de manera explícita algunos 
aspectos derivados de ese consenso fundamen­
tal . Para el resto de ellos el convenio definitivo 
reservaba un numeral, el siete, donde sin 
mayores énfasis le recordaba al gobierno su 
cumplimiento a partir de la fecha de dejación 
de armas.

Los acuerdos de marzo mostraron el trabajo de 
neutralización logrado, a la postre, por un lar­
go y retorcido proceso de paz donde primaron 
la habilidad del gobierno y la capacidad de 
entrabamiento de la clase política sobre un 
grupo guerrillero débil y desprovisto de inicia­
tivas de peso. El contenido de las reformas que 
cubrían el plano concreto del documento, los 
seis primeros numerales, evidenciaban el ca­
rácter más técnico que político y social de los 
puntos adoptados, todo ello envuelto dentro de 
una laxa y permisiva sintaxis que aludía, sin 
duda, más a un espíritu de buena voluntad que 
a un acto de compromiso oficial. Se establecía 
allí la coincidencia de los firmantes, Virgilio 
Barco Vargas, presidente de la República; Car­
los Pizarro Leongómez, comandante del M-19; 
Julio César Turbay Ayala, director del Partido 
Liberal, en la “necesidad” de la reforma cons­
titucional a través de cualquiera de los meca­
nismos posibles; se comprometían los signata­

rios a “respaldar” el establecimiento, por una 
sola vez, de una circunscripción especial de paz 
para partidos surgidos de movimientos en 
armas, desmovilizados y reincorporados a la 
vida civil y, también, de una circunscripción 
nacional y de territorios nacionales para las 
minorías políticas; se decía que el Fondo Na­
cional para la Paz, previsto en el Pacto Político 
de Noviembre para adelantar acciones y pro­
gramas de beneficio comunitario en las zonas 
de influencia de la guerrilla desmovilizada, 
“podrá ser ampliado” en su financiación por el 
Gobierno, la empresa privada y las fundacio­
nes internacionales voluntariamente partici­
pantes ; se afirmaba que los signatarios apoya­
rían la Reforma Electoral en la adopción de la 
Tarjeta Electoral; se preveía la creación de una 
comisión asesora para la reforma integral de la 
administración de justicia, y una comisión de 
carácter académico, no gubernamental, para el 
estudio del narcotráfico.

A las elecciones del 11 de marzo que integra­
ban la consulta liberal para definir el candidato 
del partido a las presidenciales y la renovación 
de alcaldías y Parlamento, el M-19 llegaba sin 
mayores ganancias políticas inmediatas deriva­
das de la negociación con el gobierno y sin la 
más mínima preparación electoral: con tres 
semanas de campaña apenas, solo, y sin nin­
gún aparato de movilización popular. Todo 
esto, sin embargo, hacía resaltar de qué parte 
del diálogo y del compromiso por la paz se 
habían sufragado los mayores costos. De un 
lado, aparecía un gobierno que desde su nota­
ble posición de fuerza entregaba un preciso y 
angosto itinerario de desmovilización en el cual 
la casi totalidad de las garantías para la guerri­
lla se desplazaba, con gran habilidad, hacia el 
incierto escenario de la clase política tradicio­
nal. Del otro lado, aparecía un movimiento 
dotado de gran paciencia frente a las provoca­
ciones (mortales en el caso de varios de sus 
militantes) de la extrema derecha y los trampo­
sos escamoteos de los políticos profesionales, y 
de innegable dignidad en el difícil trance de 
negociar sobre una mesa donde las cartas del 
juego ya estaban marcadas.

La impresionista ceremonia de conciliación 
democrática (Acuerdo de Paz, entrega de 
armas, desmovilización) ofrecida al país pocos 
días antes de las elecciones del 11 de marzo
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sustituyó con creces la  falta de preparación 
electoral del M-19. El im pacto del espectáculo 
conmovió sin duda a  una opinión pública m ás 
dispuesta , por lo m ism o, a  valorar los esfuer­
zos pacifistas de la organización y a  deponer 
las suspicacias que su pasado guerrillero le 
provocaba. Una buena parte  de esa  opinión 
prem ió, sin duda, al M -19, al darle los votos 
suficientes p ara  configurarse como una a lte r­
nativa de cam bio fren te  a los dem ás grupos de 
izquierda.

En cuanto a la UP, el triunfo del M-19 sobre 
ella, en las elecciones, abrió a la v ista de todos 
la m agnitud  de los efectos que el terrorism o de 
extrem a derecha y la crisis de las alianzas in­
te rnas le estaban  causando a la  organización. 
Respecto de la prim era de ta les causales, ya 
dos m eses an tes de las elecciones, su  p residen­
te  Diego M ontaña Cuéllar había considerado el 
retiro de la contienda electoral ante la falta de 
garantías de nuevo dem ostrada por el reciente 
asesinato del candidato de ese movimiento a  la 
alcaldía de M arinilla (Antioquia) y las “ graves 
dificultades”  para  realizar actividades proseli- 
tistas en los departam entos de Córdoba, Bolí­
var, Antioquia, el M agdalena M edio y los Te­
rritorios Nacionales (1). Respecto de la segun­
da , en una en trev ista  el 5 de m arzo, el candida­
to presidencial B ernardo Jaram illo hizo aún 
m ás visibles sus distancias con el Partido 
Com unista al afirm ar que las tesis  leninistas ya 

ten ían  vigencia histórica y que lo que debe­
rla im plantarse era  un socialismo dem ocrático 
superior al centralism o vertical de los partidos 
com unistas, culpable de su alejam iento de las 
m asas (2). A dem ás, para  el cierre de la cam pa­
ña electoral en  Bogotá, el mism o Jaram illo  
^ s t ig ó  a las FARC al recordarles que dentro  de 
la UP no había espacio para  vías d e  tipo m ilitar 
y dem andarles el cese de prácticas en  contra de 
la acción política legal (3).

El exterm inio físico y la quiebra de la com posi­
ción política in terna  aniquilaron finalm ente a la 
UP en la coyuntura de las elecciones de m arzo.

El Tiempo, enero 3 de 1990.
*• El Tiempo, marzo 13 de 1990. 

®  Tiempo, febrero 26 de 1990.

En la persona de Bernardo Jaram illo  se unie­
ron, en form a dram ática, esas dos fuerzas 
d isolventes. Los rum ores sobre la expulsión de 
Jaram illo del PC llegaron a la  p rensa , pero 
pese  a los desm entidos de una y o tra  p arte , la 
rup tu ra  de las dos líneas se hacía ya inm inente. 
El asesinato de B ernardo Jaram illo el 22 de 
m arzo, culminó el proceso. Ocho días después, 
la m ayoría de la dirigencia de la UP renunció 
a  sus cargos alegando serias d iscrepancias con 
el Partido Com unista. E ste , sin m ayores e s tre ­
m ecim ientos, se recogió sobre sí m ism o, sobre 
su  anquilosada ortodoxia y se desentendió , con 
pasiva displicencia, de una de las m ás renova­
doras divergencias de su  historia. El cierre de 
telón m ediante el cual se quedó con la razón 
social de la UP y nom bró una dirección ajena 
en  apariencia al puño del Comité Central sólo 
podía ratificarle a la  opinión pública, como en 
efecto lo hizo, h asta  qué punto se había  conta­
m inado de las triquiñuelas politiqueras de una 
clase d irigente que decía com batir. A partir de 
ese  m om ento y m ien tras el nom bre de la Unión 
Patriótica no seria ya m ás que la frágil fachada 
del Partido Com unista, el grueso  de la m ilitan- 
cia civilista de la organización em pezaría a  con­
form ar el m ovim iento de los Círculos Bernardo 
Jaram illo.

El m ism o día en  que Carlos Pizarro proclamó 
su  candidatura p ara  las elecciones presidencia­
les de mayo, se recibía la  noticia de  la  creación 
de un partido de corte socialdem ócrata en  el 
cual estarían  incluidos el M-19, el sector de la 
UP que lideraba Bernardo Jaram illo , y un 
grupo de organizaciones de izquierda. La con­
formación del nuevo partido, form alizada a 
principios de abril, recogía al fin una serie de 
aproxim aciones y com patibilidades en tre  doce 
núcleos in teresados en darle a  la izquierda una 
creíble apertu ra  dem ocrática. Estos fueron los 
siguientes: M-19, UP, Acción Nacionalista 
por la Paz, Socialismo Democrático, Colombia 
U nida, F rente Democrático, F ren te  Popular, 
M ovimiento Popular Inconform es de Nariño, 
M ovimiento Regional Causa Común, Movi­
m iento de Participación C iudadana, F rente 
Amplio M agdalena M edio, Corriente de In te­
gración Popular.

El docum ento de creación del nuevo en te  e s ta ­
blecía u na  equilibrada argum entación a lrede­
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dor de objetivos tan consensúales como la paz, 
una democracia plena en lo social, lo político, 
lo económico y lo cultural, un verdadero estado 
de derecho, y una sociedad basada en el plura­
lismo y en un modelo de economía mixta. Era 
en las vías de acceso a esos objetivos donde el 
carácter de los adherentes se hacía más propio 
y distinto al de las otras alternativas de izquier­
da: el diálogo, la solución política negociada, 
las vías civilistas, los métodos de la democra­
cia.

Las vías de esa izquierda empeñada en acredi­
tarse como una importante alternativa demo­
crática fueron brutalmente torpedeadas con el 
asesinato, el 26 de abril, de Carlos Pizarro 
Leongómez. En sólo 25 días de campaña presi­
dencial, el candidato de la Alianza Democrática 
M-19, nombre de la nueva unión de izquierda, 
había demostrado que sí era posible empezar a 
armarle una oposición legal al sistema desde 
una base electoral nacional y policlasista. Los 
planteamientos del líder, dotado, además, de 
notables virtudes carismáticas para generar 
comunicación y confianza, comenzaron a deli­
near un discurso que buscaba liberar a la 
izquierda de sus automatizados reflejos ideoló­
gicos. En lo económico, en la política exterior, 
en la concepción de la unidad nacional, el dis­
curso contestatario del candidato presidencial 
buscaba armonizar los elementos transforma­
dores de la coyuntura histórica con los límites y 
la conservación necesaria del sistema social. Y, 
sobre todo, hacía de la propia experiencia del 
M-19 en el camino de la paz, un criterio sufi­
ciente para ofrecer su mediación entre la socie­
dad hastiada de la violencia y aquellos grupos 
insurgentes interesados en deponer las armas.

Los asesinatos de Bernardo Jaramillo y Carlos 
Pizarro, aclararon cuáles eran los puntos que 
mayormente exacerbaban a la extrema derecha 
colombiana. El esfuerzo visible y constante de 
los dos líderes para tramitarle a la insurrección 
armada un efectivo estatuto legal, los unió en 
la mira homicida de quienes ven en la apertura 
de espacios políticos para la izquierda, una 
concesión insoportable. Convencidos, por razo­
nes a la vez reales e imaginarias, de la astucia 
de la izquierda para esconder sus designios 
desestabilizadores, creen descubrir en los 
canales de concertación de las diferencias polí­

ticas extremas un caballo de Troya para la infil­
tración del enemigo. Dentro de esa óptica atra­
biliaria, tanto la UP como el M-19 no han sido 
más que una habilidosa estratagema de la 
subversión para colocar cabezas de playa en el 
centro mismo de las instituciones democráti­
cas. La izquierda, en consecuencia, haga lo que 
haga, plantee lo que plantee, es siempre el otro 
extremo de un campo de batalla y no el inter­
locutor de una mesa de negociaciones. Si Ber­
nardo Jaramillo representaba, pese a sus argu­
mentos en contrario o precisamente por ello, 
un mañoso recurso para maquillarle la faz a la 
subversión comunista, Carlos Pizarro era el 
más logrado artificio para abrirle las compuer­
tas institucionales a la subversión toda. La cre­
ciente credibilidad del líder del M-19, tan visi­
ble en las encuestas de opinión y en los actos 
públicos del movimiento, debía reforzarle el 
temor a una extrema derecha convencida de 
que el Gobierno se distraía, de lo que debía ser 
una frontal lucha antiinsurgente, con débiles y 
peligrosas concesiones legales.

En la perspectiva política abierta por la bús­
queda de la paz y la necesidad de adecuar los 
proyectos de partido a esa empresa, es posible 
afirmar que lo que podría llamarse la nueva 
izquierda legal en Colombia, nace con la crea­
ción de la UP como posible forma de inserción 
jurídico-política de los guerrilleros desmovili­
zados bajo el gobierno de Belisario Betancur. A 
partir de ese momento y de la puesta en mar­
cha de un complejo proceso de distancias entre 
el cálculo y la realidad de quienes desde el 
Gobierno y la oposición animaron el plan de 
paz, empezó a conformarse una visión y una 
práctica de transformación social que apuntaba 
a romper con los paradigmas derivados de las 
revoluciones socialistas. Sin entrar a conside­
rar las posibles influencias que la crisis inter­
nacional del socialismo tuvo en las diferentes 
etapas de ese fenómeno, lo cierto es que a par­
tir de la emergencia de Jaime Pardo Leal como 
candidato presidencial de la UP en 1986, se 
va abriendo paso una nueva concepción estra­
tégica de la izquierda ya no apoyada en el anta­
gonismo de las clases y la demolición del Esta­
do, sino en la integración social y la transfor­
mación del modelo político burgués. Ese cam­
bio de carácter, auspiciado sin duda por la re­
novadora apertura política de Belisario Betan­
cur, le confiere a la oposición radical un nuevo
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estatuto en el escenario de los antagonismos de 
la democracia, una mayor credibilidad como lo 
demostró la más alta votación histórica alcan­
zada en el momento por su candidato Pardo 
Leal pero, al mismo tiempo, un más enconado 
antagonismo de parte de sus adversarios de 
derecha. Así, en la medida en que un sector de 
la izquierda colombiana, en consonancia con la 
evolución internacional y las condiciones inter­
nas, se centra en el espectro político al desesti­
mar las rígidas polarizaciones sociales y políti­
cas de los viejos proyectos socialistas, en esa 
misma medida, algunos sectores de derecha, 
por un movimiento contrario, se desplazan 
hacia una visión de extrema donde las nuevas 
maneras de paz de sus oponentes son vistas 
como simples camuflajes de guerra.

Las figuras de Bernardo Jaramillo, Carlos Piza- 
rro y, en la actualidad, Antonio Navarro Wolff, 
sucesor de Pizarra en la candidatura presiden­
cial y en la dirección del movimiento Alianza 
Democrática M-19, representan la marcha 
hacia adelante, pese a todos los obstáculos en 
contra, de ese nuevo proyecto democrático que 
desde el pasado de una insurgencia radical 
heroica, ilusa y superada históricamente, se 
vuelve sobre el país real para descubrirlo y 
movilizarlo hacia metas posibles. La criminal 
reacción de la extrema derecha sobre ese 
esfuerzo civilista es a su vez, pese a lo dramáti­
co que ello pueda resultar, un indicador cierto 
de la calidad del horizonte propuesto, de las 
vías para llegar a él y de la sinrazón histórica 
de sus bárbaros opositores. En efecto, nada 
Podrán a la larga quienes hacen del exterminio 
de las diferencias ideológicas el plan paira esta­
bilizar la sociedad; contra esta macabra ilusión 
se impondrá al fin la pujanza de una realidad 
esquiva a las camisas de fuerza que se le quie­
ren imponer desde los extremos, y el empeño 
Político de todas aquellas voluntades, por for­
tuna mayoritarias, para recrear un croquis 
afectivo de convivencia democrática.

^a plataforma de gobierno que la Alianza 
democrática M-19 hizo pública poco antes de 
Jas elecciones presidenciales de mayo de 1990, 
le mostró al país los avances en ponderación 
Analítica y realismo estratégico alcanzados por 
a nueva izquierda legal en Colombia. A partir 

de una frase de hondo sentido común, “no 
Podemos ser líderes si seguimos matándo­

nos’’, el documento hace de la reconciliación 
entre todos los colombianos la base de su ac­
ción política eil decir que aquélla ‘ ‘pasa necesa­
riamente por una política de diálogo con los 
factores de violencia, un cambio en la concep­
ción de la defensa nacional y del orden público, 
una reforma a la justicia, un proceso de trans­
formaciones sociales y un empeño por lograr la 
unidad nacional” (4). Tanto en los cambios de 
la defensa nacional como del orden público, se 
le concede a las Fuerzas Armadas su naturale­
za legítima dentro del orden social al hacerlas 
corresponsables del diseño de una política de 
paz, reconocer que la reorientación de las 
Fuerzas Armadas hacia su papel de salvaguar­
dia de la integración nacional sólo puede ser el 
resultado de una paz integral, y aceptar, en el 
monopolio y la utilización legítima de las armas 
por parte del Estado, la vía más efectiva para el 
logro de la convivencia. A la justicia también se 
le reconoce su valor consustancial en el ordena­
miento de la sociedad vigente y se afirma la 
necesidad de recuperarla “en todo su peso y 
dimensión” , mediante la superación de la cri­
sis de legitimidad que la afecta. En el campo 
de las transformaciones económico-sociales, la 
plataforma se distancia de los extremos del 
Desarrollismo y del Populismo y propugna el 
establecimiento de un nuevo modelo de 
desarrollo basado en la generalización de la 
propiedad privada, en el cual “ se vayan elimi­
nando las desigualdades extremas sin abolir el 
ahorro y la inversión que la economía necesita 
para crecer dinámicamente” . En la relación de 
ese modelo de desarrollo nacional con los agen­
tes externos, éstos pierden el rasgo perverso y 
unicausal que la arcaica imaginería radical 
solía darles. La deuda externa se mira también 
como el saldo del marginamiento respecto del 
desarrollo nacional exhibido por los sectores 
más acomodados de la sociedad y no sólo como 
resultado de la “ inflexibilidad de las institucio­
nes financieras acreedoras, (de) las altas tasas 
de interés generadas por la política macro- 
económica de los países más desarrollados y 
(de) la insensibilidad que éstos muestran en 
relación con la inestabilidad de nuestras expor­
taciones” . De igual modo, se valora la necesi­
dad de la inversión extranjera para comple-

4. Alianza Democrática M-19, Para una Colombia líder, Bogo­
tá , Fundación Santo Domingo, mayo 1990. (Esta y las citas 
siguientes pertenecen al mismo documento).
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mentar el ahorro nacional siempre y cuando 
esté acompañada de un Estado eficiente, capaz 
de “negociar condiciones adecuadas con las 
empresas transnacionales que predominan en 
la economía mundial” . En cuanto a las relacio­
nes con Estados Unidos, se proclama la necesi­
dad de un intercambio constructivo basado en 
el respeto mutuo, la no intervención en los 
asuntos internos y las transacciones económi­
cas equitativas. “Queremos —dice el docu­
mento— invertir el orden de prioridades en las 
relaciones; primero la economía y luego la 
seguridad. Y en esta medida el interlocutor 
privilegiado será el Departamento de Comercio 
y no el Departamento de Estado” .

Los extractos anteriores permiten comprender 
con claridad los esfuerzos de la Alianza Demo­
crática M-19 para, a partir de unos núcleos de 
izquierda típica (pasado militar, adhesión a 
alguno de los paradigmas revolucionarios 
internacionales) empezar a transitar un camino 
de acumulación de fuerzas que rebase, de 
modo progresivo, la militancia y las simpatías 
de su estrecho origen ideológico. Los resulta­
dos de las elecciones presidenciales de mayo, 
donde el movimiento alcanzó los topes absolu­
tos y relativos más altos para la izquierda en 
Colombia (755.000 sufragios, 12.50 por ciento 
de la votación total) permiten ver la captación 
de un voto de opinión que se decidió, por fin, a 
visitar las toldas electorales de la izquierda. 
Que ello rebase la línea coyuntural y se con­
vierta en un acompañamiento de más largo 
alcance es cosa que está por verse. Los fenó­
menos electorales no tienen, por sí mismos, 
una proyección asegurada sobre un futuro polí­
tico que, como en Colombia, parece haberle 
sido hipotecado al bipartidismo.

Por ahora, en lo previsible a mediano plazo, el 
movimiento de la nueva izquierda legal se está 
consolidando. De 12 grupos que lo conforma­
ban inicialmente se ha pasado a 17, con lo que 
su espectro ideológico constitutivo se amplía 
aún más y se matiza en una gradación que 
rompe la concentración monotonal de la 
izquierda. Esto, es obvio, resulta de máxima 
importancia como preventivo contra las ten­
dencias hegemónicas usuales en las coaliciones 
políticas y, ya hacia afuera, como garantía de 
representación para esa franja electoral incon- 
forme, amplia, móvil, y que dista mucho de

tener el sentido de identidad o de afinidad 
izquierdista que algunos pretenden darle.

Pero, sobre todo, la Alianza Democrática M-19 
parece consolidarse en lo que la legitima como 
alternativa democrática frente a las extremas 
de derecha e izquierda: su voluntad paira pro­
yectarse como un camino de convivencia en el 
cual puedan confluir todas las polarizaciones 
políticas. Ya, desde la dirección de Carlos Piza- 
rro, el M-19 había ofrecido su mediación para 
adelantar contactos con las autodefensas cam­
pesinas y algunas organizaciones guerrilleras 
inclinadas al diálogo. Con Navarro Wolff esa 
función animadora del proceso de paz se con­
cretó, ante la petición explícita del Ejército 
Popular de Liberación (EPL) y del Quintín 
Lame para que el M-19 sirviera de intermedia­
rio entre el Gobierno y los grupos alzados en 
armas para adelantar conversaciones tendien­
tes a la pacificación. En la actualidad, desde la 
coalición Alianza Democrática M-19, el apoyo 
al diálogo que adelantan el Estado y el EPL ha 
continuado bajo la forma de un estímulo cons­
tante al necesario ambiente de distensión entre 
los interlocutores.

Es pues, ahí, en el centro del esfuerzo por la 
paz que libran varios sectores de la sociedad 
colombiana, donde se juega el futuro político 
de la Alianza Democrática M-19 y de la izquier­
da colombiana en general. A la primera, ese es 
el único camino que le queda para tratar de 
desmontar las acciones de exterminio de la 
extrema derecha al oponerle a ésta un sólido 
frente de convivencia que deslegitime, del 
todo, sus cruzadas a favor de una supuesta 
conservación del orden democrático tradicio­
nal ; a la segunda, ese es también el único hori­
zonte que le queda para exponer con amplitud 
sus convicciones de reforma y hacerlas accesi­
bles al marco real de transformación que condi­
ciona a la actual sociedad colombiana.

Y es que ya en este momento de la evolución de 
las ideologías la alternativa revolucionaria de 
izquierda no puede seguir amelada, como lo ha 
estado durante tanto tiempo, en la utopía de 
una reconstrucción, a partir de cero, de las for­
mas actuales de organización social. Esa uto­
pía, ese invocado derecho a la fantasía justicia- 
lista con tanto desdén opuesto al pragmatismo
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de la desigualdad , no ha  logrado m ostrar resu l­
tados que la hagan  apreciable a  los ojos de los 
hom bres. D esde el poder, como lo evidencia la 
patética  crisis del socialismo en el m undo, sólo 
logró dejar una irracional y a la postre anacró­
nica estructu ra  económ ica levantada sobre el 
interm inable sacrificio de sus trabajadores. 
Fuera del poder, como lo acredita la descom po­
sición de los m ovim ientos insurgentes de hoy, 
sólo da testim onio de su frustración destructiva 
y de su incapacidad p ara  g enera r soluciones. 
La nueva izquierda legal es, pues, en  Colom­
bia, el necesario  resu ltado  de la crisis política 
que ahora sí parece sepu ltar, tanto  en nuestro  
país como en el m undo entero , a las organiza­
ciones con testatarias afirm adas en la tradición 
de la lucha de clases, la tom a del poder por las 
arm as, la d ictadura unipartidaria  y la centrali­
zación económ ica. Así, sobre los restos h istó ri­
cos de una concepción cada vez m ás m enguada 
por sus propias incapacidades y por la capaci­
dad de su an tagonista , el capitalism o, para  
rem ontar las crisis, va surgiendo una nueva 
alternativa, flexible y confiable, de m anejo 
Político de los problem as sociales. Que las 
cenizas de las viejas cosas guardan , pese a 
todo, una virtualidad generadora de nuevos 
fenóm enos puede ser el corolario de este  fenó­
meno lleno, si se quiere, de dialécticas contra­
dicciones m arxistas.
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